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En la actualidad, el gobierno de Sri 
Lanka mantiene a alrededor de 270.000 
desplazados en lo que, de hecho, son campos 
de internamiento en el norte del país. El 
más grande de los campos de desplazados 
Menik Farm, en el distrito de Vavuniya, 
alberga a más de 220.000 personas, lo 
que lo convierte en la segunda ciudad 
más grande de Sri Lanka y en el mayor 
campamento de desplazados del mundo. 
Tras haber huido de la primera línea 
de fuego en 2009, durante el último 
enfrentamiento entre el gobierno y los Tigres 
de Liberación de la Tierra Tamil (LTTE, por 
sus siglas en inglés), a ninguna de estas 
personas se le ha acusado de ningún crimen, 
no han tenido acceso a un abogado ni se les 
ha informado de cuánto tiempo va a durar 
este internamiento ilegal. Básicamente, están 
acusados en masa por el gobierno de ser 
partidarios o combatientes de los LTTE. 
Aproximadamente 11.000 personas 
-entre los que se incluyen niños- han 
sido identificados como ex-combatientes 
y separados de los campos para entrar 
en centros de “rehabilitación.” Pero 
esto se ha llevado a cabo mediante un 
proceso que carece de cualquier tipo de 
marco legal, sin transparencia alguna ni 
supervisión internacional. El CICR, que 
al principio tenía acceso a los centros de 
rehabilitación, está siendo alentado por 
el gobierno a dejar el país alegando que, 
puesto que ya no hay un conflicto activo  
no procede la aplicación de su mandato. 
Desde principios de julio, el CICR no ha 
tenido acceso a ninguno de los desplazados 
internos. Aunque está claro que el gobierno 
necesita tratar posibles amenazas a su 
seguridad, sólo un proceso de investigación 
transparente, con criterios claros dentro 
de un marco legal, les permitirá ocuparse 
de los asuntos de seguridad y, al mismo 
tiempo, sembrar las semillas de la confianza 
y el respeto necesarias para conseguir 
una paz a largo plazo en el país.  
A mediados de julio de 2009 había 30 
campos de desplazados, dirigidos y 
vigilados por los militares, en los distritos 
de Vavuniya, Mannar, Jaffna y Trincomalee. 
A los desplazados sólo se les permite 
abandonar los campos en caso de tener 
que recibir cuidados médicos urgentes o 
por motivos imperativos concretos, como 
asistencia a un funeral (a lo que suelen 
acudir con escolta militar). A menos de 
6.000 desplazados –en gran parte gente 
mayor o con algún tipo de discapacidad 
intelectual- se les ha permitido oficialmente 
dejar los campos de internamiento de 
manera permanente y vivir con familias de 
acogida o en residencias de ancianos. Sin 
embargo, se estima que al menos el 50% de 
los desplazados detenidos tienen familiares 
o amigos con los que podrían quedarse.
Deterioro de las condiciones 
humanitarias 
El gobierno prometió que la mayoría de los 
desplazados podrían volver a sus hogares 
a finales de 2009, pero creer esto parece 
poco realista. Sólo el trabajo de retirada de 
minas que hay que llevar a cabo en las zonas 
de retorno antes de que los desplazados 
puedan volver a sus casas, puede durar 
al menos dos años. La reconstrucción de 
la antigua zona de guerra también llevará 
tiempo. Mientras tanto, las autoridades 
están haciendo que los campamentos 
de desplazados sean más permanentes 
mediante la construcción de bancos, 
oficinas de correos y supermercados, a la 
vez que realizan pocos progresos con la 
puesta en libertad de personas o a la hora 
de suavizar las estrictas restricciones de la 
libertad de movimiento. Estas instalaciones 
crean la falsa impresión de que todo va 
bien pero la realidad es muy diferente. 
Las condiciones de vida en estos campos 
se están deteriorando. El abarrotamiento, 
la escasez de agua y de instalaciones 
sanitarias, la falta de cuidados médicos, 
las restricciones en el acceso de ayuda 
humanitaria y la falta de coordinación 
entre el gobierno, el ejército y la comunidad 
humanitaria, están teniendo graves 
consecuencias en las vidas y la dignidad 
de los desplazados internos. Casi todos 
estos problemas podrían resolverse si se 
permitiera la libertad de movimiento y una 
planificación civil y gestión de los campos. 
Abundan la varicela, la disentería y la 
sarna y sólo recientemente se ha podido 
controlar la hepatitis A. Al menos el 35% 
de los niños que viven en los campos de 
desplazados sufren malnutrición y tan 
sólo 50 médicos se encargan de atender a 
toda la población internada.1 El gobierno 
se niega a publicar las estadísticas 
oficiales de mortalidad y morbilidad de 
los campos aunque se cree que éstas son 
altas. La mayor parte de la población ya 
se encontraba en un estado de debilidad 
muy avanzado cuando llegó, después de 
haber sobrevivido durante meses a las 
La actual política de Sri Lanka de internar de forma indefinida a los 
desplazados constituye una violación de sus derechos humanos.  
Sri Lanka: una cuestión de derechos 
Campo Menik Farm en el distrito Vavuniya, Sri Lanka.
5SRi	LankaRMF33
condiciones de las zonas de guerra; muchos 
de ellos tienen heridas fruto del conflicto.    
La escasez de comida y agua, así como 
la restricción de movimiento entre las 
diversas partes de los campos ya han 
provocado algunos disturbios, con 
varias manifestaciones y protestas. El 
gobierno, percibiendo la posibilidad de 
disidencia a gran escala, planea dividir 
los campos más grandes en campamentos 
más pequeños de 5.000 personas. 
La separación de las familias 
Una consecuencia clave de la falta de 
movimiento es la continua separación de 
familias, especialmente entre los últimos 
grupos que abandonaron la zona de guerra 
en mayo de 2009. Se han registrado muchas 
separaciones entre los desplazados internos 
de ese periodo en las zonas de conflicto 
y durante el proceso de investigación del 
gobierno, así como separaciones de heridos 
de la misma familia que fueron trasladados 
a hospitales de todo el país. Muchos de 
los desplazados enviados a Menik Farm 
no disponen de información acerca del 
paradero de sus familiares y esta falta de 
información está afectando cada vez más a 
su salud mental y agravando sus traumas. 
Los desplazados internos han declarado que 
la última batalla en la zona de guerra fue 
extremadamente violenta y que ninguna de 
las  partes en conflicto respetó los principios 
clave del derecho humanitario internacional 
de proporcionalidad o distinción entre 
civiles y combatientes. Sin acceso a la 
antigua zona de conflicto, o acceso directo 
a los desplazados para entrevistarles, 
resulta imposible comprobar las cifras de 
personas asesinadas y seguir la pista 
o identificar a los desaparecidos, 
aunque sea de vital importancia. Una 
mayor transparencia sobre lo que 
ocurrió durante las últimas semanas 
de lucha atenuaría la propaganda por 
parte de ambos bandos y facilitaría 
un proceso más significativo para la 
verdad y la reconciliación en el país.
La ética de la respuesta
Aunque la comunidad internacional 
ha invertido decenas de millones 
de dólares en los campos y 
campamentos de Sri Lanka, algunas 
organizaciones humanitarias siguen 
enfrentándose a las restricciones 
de acceso y a demoras tanto en el 
norte como en el este del país, donde 
aún quedan pequeños grupos de 
desplazados internos desde los 
combates entre el ejército y los LTTE 
en 2006 y 2007.  La comunidad 
humanitaria se ha sumergido en un 
mar de conflictos éticos por la existencia 
de campos de detención. Por una parte, 
los organismos de ayuda están obligados a 
prestar asistencia para salvar las vidas de 
los desplazados internos, que escaparon 
de las zonas en conflicto severamente 
traumatizados y, a menudo, tan sólo con 
lo puesto. Por otro lado, va contra los 
principios humanitarios básicos ayudar y 
financiar una política gubernamental de 
internamiento ilegal. Pero, si la comunidad 
humanitaria no ayuda a los desplazados, 
¿quién lo va a hacer? El gobierno no 
dispone de los fondos, la capacidad o la 
voluntad política para encargarse él solo de 
una población desplazada tan numerosa; 
además, está claro que no se rige ni por 
la necesidad de asegurar que la ayuda 
que reciban los desplazados cumpla las 
normativas o principios internacionales, 
ni por su adherencia a los Principios 
Rectores del Desplazamiento Interno.      
Este dilema ético debería comprometer  
a toda la comunidad internacional de 
donantes. No parece que el gobierno vaya 
a considerar seriamente sus peticiones de 
mejorar las condiciones de los desplazados 
internos si éstos continúan proporcionando 
grandes sumas de dinero para proyectos 
gubernamentales en otras partes del 
país. Aunque algunos donantes, por una 
cuestión de principios, desempeñan una 
labor limitada en los campos del norte del 
país, continúan fundando proyectos de 
desarrollo a gran escala junto con otros 
donantes que no se manifiestan acerca 
del tema de los derechos humanos. Si los 
donantes se toman en serio la promoción de 
los derechos humanos y la defensa de los 
desplazados internos frene a las violaciones, 
su política de financiación a Sri Lanka debe 
ser coherente, condicional y medida.
El obligado retorno al este de algunos 
desplazados, así como la difícil situación 
de otros 270.000 desplazados internos, 
debería estar al frente de cualquier 
debate con el gobierno; incluyendo a 
organismos como el Fondo Monetario 
Internacional, que recientemente ha 
aprobado un préstamo de 2.600 millones 
de dólares a Sri Lanka, y la Comisión 
Europea, que tiene previsto renovar los 
privilegios fiscales al país en Octubre. 
Las restricciones a gran escala de la libertad 
de movimiento de los desplazados del norte 
no sólo infringen la constitución de Sri 
Lanka y la Ley Internacional de Derechos 
Humanos, sino que también viola otros 
muchos derechos al negar a la población 
el acceso al trabajo, a la educación, a unos 
cuidados médicos adecuados, a la comida, al 
agua y a la vida en familia. El internamiento 
de la población de desplazados no es 
sólo una cuestión de derechos sino de 
un mínimo de dignidad humana. 
Debido a las sensibilidades en torno a 
la ayuda internacional en Sri Lanka, los 
autores y sus correspondientes organismos 
han solicitado mantenerse en el anonimato.
Véanse también las recomendaciones de la 
organización Crisis Group en  http://www.
crisisgroup.org/home/index.cfm?id=6070&l=1
1. The Guardian, ‘Sri Lanka’s Dangerous Silence’(‘El 
peligroso silencio de Sri Lanka’), 20 Julio 2009 http://
www.guardian.co.uk/commentisfree/2009/jul/20/sri-
lanka-tamil-rights 
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